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Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, el Juez 
Flores García y el Juez Sánchez Ramos.1   

 
 

S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

I 

En marzo de 2008 el señor Carlos J. Morales Rivera, en 

representación de su padre, el señor Andrés Morales Colón, le 

vendió al señor Carlos D. Torres Luna una máquina “loader” por el 

precio de $7,000.00 en efectivo, y el saldo de la cuenta de 

préstamo personal #123455-103 en Citi Financial, con un balance 

de $12,885.76 al 3 de marzo de 2008. Dicho acuerdo surge de un 

contrato a manuscrito suscrito por las partes el 3 de marzo de 

2008, en el que el señor Torres Luna aseguró que saldaría el 

balance del mencionado préstamo personal en Citi Financial. 

Posteriormente, el 11 de febrero de 2010 las partes suscribieron 

otro contrato en el que el señor Torres Luna se comprometió a 

reembolsar al señor Morales Rivera cualquier pago que este último 

realizara a Citi Financial cuando el señor Torres Luna no pudiese 

cumplir con el mismo.   

                                                 
1 Debido al retiro del Juez Brau Ramírez, mediante Orden Administrativa TA-

2016-043 del 10 de marzo de 2016, el Panel IX para entender y votar en el caso 
de epígrafe quedó constituido por el Juez Bermúdez Torres como Presidente, el 

Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos para entender y votar. 
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El 5 de julio de 2012, el señor Morales Rivera presentó una 

Demanda sobre cobro de dinero, por derecho propio, en contra del 

señor Torres Luna. Reclamó el pago de $6,389.00 por pagos no 

reembolsados por Torres Luna. Por su parte, Torres Luna contestó 

la Demanda el 11 de septiembre de 2012, y a su vez,  presentó una 

Reconvención. Alegó que compró la máquina “loader” por la suma 

de $19,885.76, y que se pagó a través de un pago inicial de 

$7,000.00 y el resto, es decir, $13,997.57, los pagó en abonos 

mensuales. Señaló que pagó un total de $21,997.57, por lo que 

quedó extinta la obligación, y que, por el contrario, el señor 

Morales Rivera le adeudaba la cantidad de $2,111.81, cantidad 

que es líquida y exigible.   

El 27 de febrero de 2014 se celebró vista en su fondo en el 

Tribunal de Primera Instancia y  el 27 de marzo de 2014 dicho 

Foro emitió Sentencia, notificada al día siguiente, en la que declaró 

Ha Lugar la Demanda y condenó al apelante al pago de $6,782.64 

por concepto de reembolso, $50.00 de costas y gastos, y  $500.00 

en concepto de honorarios de abogado. En dicha sentencia, el Foro 

sentenciador no emitió dictamen alguno en cuanto a la 

Reconvención instada por el apelante.  

El señor Torres Luna apeló y mediante Sentencia del 21 de 

abril de 2015, otro panel de este Tribunal de Apelaciones revocó la 

Sentencia del Foro de primera instancia, por entender que no 

disponía totalmente de la cuestión litigiosa y estaba incompleta, 

pues no atendía las reclamaciones expuestas en la Reconvención. 

Por ello, el caso fue devuelto al Foro primario, para la adjudicación 

de todas las controversias planteadas por las partes. En 

cumplimiento con el mandato del Tribunal de Apelaciones, las 

partes acordaron desfilar la prueba nuevamente, por lo que el 6 de 

agosto de 2015 se celebró el juicio en su fondo. 
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Examinada la prueba documental y testifical presentada por 

las partes, el Tribunal de Primera Instancia emitió Sentencia el 5 

de octubre de 2015 en la que formuló las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. El 17 de septiembre de 2007 el Sr. Andrés 

Morales Colón realizó un préstamo personal con 

la Institución Financiera CitiFinancial  (Número 

de cuenta 123455) para la compra de una 

máquina y/o equipo pesado conocida como 

“loader” modelo 930, serie 79J-9050 del año 

1981. 

2. El Sr. Carlos Morales Rivera, hijo del Sr. 

Andrés Morales Colón se dedica a la venta de 

vehículo pesado.  

3. El Sr. Andrés Morales le notificó a su hijo, el 

Sr. Carlos Morales sobre su intención de vender 

el “loader”. 

4. El Sr. Carlos Morales conoce al Sr. Carlos 

Danilo Torres Luna porque ha negociado con él 

equipo pesado por aproximadamente quince (15) 

años.  

5. El Sr. Andrés Morales Colón a través de su 

hijo Carlos Morales, contactó al Sr. Carlos 

Danilo Torres Luna para venderle la maquina 

“loader”. 

6. El 3 de marzo de 2008 el Sr. Andrés  orles 

vendió la maquina “loader” al Sr. Carlos Danilo 

Torres Luna. A esos efectos, ese mismo día, el 

Sr. Carlos Danilo redactó a manuscrito un 

documento, el que se encuentra firmado por el 

propio Sr. Torres luna, el Sr. Andrés Morales, y 

su hijo Carlos Morales, indicando lo siguiente: 

Le entregué al Sr. Andrés Morales la cantidad de 

2,000 dólares por la compra del Loader 930 

Serial Number 79J9050-1981 año. Quedando 

un balance de 5,000 al Sr. Andrés más saldar 

cta #123455-102 con balance de 12,885.76 al 

día 3 de marzo de 2008. 

7. El contrato antes reseñado fue escrito a mano 

por el Sr. Carlos Danilo Torres al dorso de un 

documento titulado “Balance de Cancelación” 

del préstamo #123455 emitido por el 

CitiFinancial con fecha de 29 de febrero de 

2008. En ese documento la Institución 

Financiera especifica que el balance de 

cancelación es de $12,885.76 el cual es efectivo 

hasta el 1ro de marzo de 2008. 

8. El Sr. Carlos Morales declaró que conforme el 

acuerdo, el Sr. Carlos Danilo Torres Luna tenía 

que pagar #7,000.00 de pronto y además de 
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quedarse con la libreta del préstamo hasta que 

lo saldara. 

9. El mismo día en que se suscribió el contrato 

se le hizo entrega de la máquina Loader al Sr. 

Carlos Danilo Torres. 

10. Según establece el contrato y de lo que se 

desprende la intención de las partes, el Sr. 

Carlos Danilo Torres Luna continuaría pagando 

el préstamo a Citifinancial hasta su saldo. 

11. Aunque el Sr. Carlos Danilo Torres se 

comprometió con el Sr. Andrés Morales a 

realizar dichos pagos a la institución financiera, 

el Sr. Morales seguía apareciendo como deudor 

ante CitiFinancial. Por ello, si el Sr. Torres Luna 

incumplía con los pagos, o los realizaba de 

forma tardía, el crédito que se vería afectado lo 

sería el del Sr. Andrés Morales. 

12. Según se desprende de los recibos 

presentados por la parte demandada, el Sr. 

Carlos Danilo Torres cumplió, por un tiempo, 

con los pagos mensuales del préstamo. 

13. Así las cosas, el Sr. Carlos Danilo Torres 

notificó al Sr. Andrés Morales que se le estaba 

haciendo difícil cumplir con los pagos del 

préstamo, porque muchas veces no tenía el 

dinero a tiempo. Ante ello, el 11 de febrero de 

2010, las partes firmaron un documento el que 

titularon “Acuerdo de máquina Loader”. Dicho 

documento fue preparado por el Sr. Carlos 

Danilo Torres y dispone: 

 

Acuerdo de maquina Loader 

Yo Carlos D Torres le compre un Louder [930 

serie número 79J9050 1981. El trato era 

$7,000.00 de pronto, divide un pronto de 

$2,000.00 más cinco mil en tres o cuatro pagos. 

Cual ya pague el balance. 

Quedando un balance de $12,885.76 cual se le 

pagara el banco a plazos (sic). El día que yo no 

tenga el pago Andrés lo paga e yo le reembolso 

(sic).  

Te certificó hoy 11 de febrero de 2010. 

(firma)                 (firma)  

Carlos D. Torres Luna Andrés Morales Colón 

14. En cuanto al documento anterior, el Sr. 

Carlos Danilo Torres Luna declaró que para él la 

palabra “plazos” se refería a que tenía que hacer 

el “pago mensual” del préstamo. Claramente en 

dicho pago mensual se encuentran incluidos los 

intereses que genera el mismo.  
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15. Ninguno de los contratos suscritos por las 

partes establece que el Sr. Carlos Danilo Torres 

dejaría de hacer los pagos mensuales del 

préstamo una vez  completara la cantidad de 

$19,885.76. 

16. Al evaluar las circunstancias que rodearon 

la contratación, es razonable concluir que la 

intención de las partes era, como parte del 

precio de venta del Loader, el Sr. Carlos Danilo 

Torres realizaría los pagos del préstamo con 

CitiFinancial hasta que el mismo se saldara 

completamente. Independientemente de que los 

contratos suscritos por las partes hagan 

referencia a la cantidad de $12,885.76 como 

balance de cancelación del préstamo, ese era el 

balance al 1 de marzo de 2008, o sea, si se 

hubiese saldado en ese momento. Sin embargo, 

el Sr. Torres Luna optó por continuar pagando el 

préstamo a plazos, el que obviamente generaría 

intereses, los cuales razonablemente podían ser 

contemplados como parte del negocio.  

17. En el “Acuerdo de máquina Loader” 

suscrito por las partes el 11 de febrero de 2010, 

las partes nuevamente hacen referencia a la 

cantidad de $12,885.76 como balance de 

préstamo. Se desprende con claridad del 

“Balance de Cancelación” emitido por 

Citifinacial, el cual ambas partes tuvieron la 

oportunidad de examinar, que dicha cantidad 

era efectiva al 1 de marzo de 2008. Sin duda, 

para febrero de 2010, y que se pretenda utilizar 

como base del precio de compra. Las partes se 

limitaron a transcribir el balance de cancelación 

fijado en el acuerdo del 2008, sin mayor 

análisis. 

18. Conforme el acuerdo suscrito por las 

partes el 3 de marzo de 2008 el Sr. Carlos 

Danilo Torres aceptó que el precio del Louder 

sería $7,000.00 de pronto, más saldar la cuenta 

#123455-102. Esto implicaba realizar los pagos 

mensuales de dicho préstamo hasta que se 

saldara. 

19. Según el documento suscrito por las 

partes el 11 de febrero de 2010 se acordó que 

cuando el Sr. Carlos Danilo Torres no tuviera el 

dinero para hacer el pago mensual del préstamo, 

el Sr. Andrés Morales lo haría, pero el Sr. Torres 

se lo reembolsaría.  

20. Según se desprende de los recibos 

presentado (sic) por la parte demandante, luego 

de que se le vendiera el Loader al Sr. Carlos 

Danilo Torres Luna, el Sr. Andrés Morales 
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realizó varios pagos del mencionado préstamo 

los que ascienden a la suma total de $6,699.85.  

21. El Sr. Carlos Danilo Torres Luna tiene que 

reembolsar al Sr. Andrés Morales la cantidad de 

$6,699.85. 

22. La parte demandante realizó varias 

gestiones de cobro para con el demandado, las 

cuales resultaron infructuosas.  

23. La deuda de $6,699.85 es líquida y 

exigible.  

 

En virtud de lo anterior, el Foro primario declaró Ha Lugar la 

demanda. Concluyó  que conforme surgía del contrato, así como de 

los actos anteriores, coetáneos y posteriores a la contratación,  el 

demandado se obligó, como parte del precio de  compra, a saldar el 

préstamo con Citi Financial en su totalidad. Asimismo, estableció 

que según el acuerdo con fecha de 11 de febrero de 201, el 

demandado se obligó a reembolsar al demandante aquellos pagos 

mensuales del préstamo que este último realizara a Citi Financial, 

cuando el demandado no tuviera el dinero para hacerlos.  Según la 

evidencia presentada, el señor Morales Colón realizó pagos 

ascendentes a $6,699.85, por lo que el Tribunal concluyó que esa 

era la cantidad que debía ser reembolsada por el señor Torres 

Luna. Sobre las alegaciones del señor Torres Luna en su 

reconvención en cuanto a que el precio de venta se fijó en 

$19,885.76 y que no se obligó a pagar los intereses del préstamo 

en cuestión, el Tribunal resolvió que dicho argumento no le 

mereció credibilidad, por lo que declaró no ha lugar la 

Reconvención.  

Inconforme, el señor Torres Luna presentó ante nosotros un 

recurso de Apelación el 5 de noviembre de 2015. Plantea que 

incidió el Foro apelado: 

 Al interpretar el contrato de compraventa y al determinar 

que el precio del equipo pesado, objeto de la compraventa, 

era el pago de $7,000.00, además,  a saldar un préstamo 

personal a nombre del demandante apelado con Citi 

Financial y al determinar que el apelante aceptó que el 
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precio del Louder sería $7,000.00 de pronto,  más saldar 

la cuenta 123455-102.  

 Al determinar que existe una deuda vencida líquida y 

exigible y por ende que el apelante adeuda la suma de 

$6,699.85. 

 Al no tomar en consideración los pagos efectuados por la 

parte apelante, a pesar de surgir tanto de la prueba 

documental como de la prueba oral.  

 

II. 

A. 

Los contratos son negocios jurídicos bilaterales que 

constituyen una de las fuentes de las obligaciones.2 Existe un 

contrato desde que una o varias personas consienten en obligarse 

respecto de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún 

servicio.3    Su validez y obligatoriedad exige que concurran: (a) el 

consentimiento de los contratantes; (b) el objeto cierto que sea 

materia del contrato y (c) la causa de la obligación que se 

establezca.4   

En Puerto Rico, los contratos se rigen por los principios de 

“libertad de contratación o autonomía de las partes”5 e 

“inalterabilidad del contenido o pacta sunt servanda”,6 plasmados 

en nuestro Código Civil.7 En resumen, estos principios establecen 

que “los pactos entre contratantes tienen fuerza de ley y se deben 

                                                 
2 Amador Parrilla v. Concilio Iglesia Universal de Jesucristo, 150 DPR 571, 581 

(2000). 
3 Art. 1206 del Código Civil, 31 LPRA § 3371; Amador Parrilla v. Concilio Iglesia 
Universal, supra. 
4 Arts. 1213 y 1230 del Código Civil, 31 LPRA § 3391 y 3451; Díaz Ayala v. 
E.L.A., 153 DPR 675, 690-691 (2001).   
5 Coop. Sabanena v. Casiano Rivera, 184 DPR 169, 173-174 (2011) 
6 Collazo Vázquez v. Huertas Infante, 171 DPR 84, 103 (2007)  
7 Art. 1044: Las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley 

entre las partes contratantes, y deben cumplirse al tenor de los mismos. 31 

LPRA § 2994 

Art. 1207: Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y 
condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las 

leyes, a la moral, ni al orden público. 31 LPRA § 3372 

Art. 1208: La validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al 

arbitrio de uno de los contratantes. 31 LPRA §  3373 

Art. 1210: Los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde 

entonces obligan, no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino 
también a todas las consecuencias que según su naturaleza sean conformes a la 

buena fe, al uso y a la ley. 31 LPRA § 3375 
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cumplir sin que su validez y cumplimiento quede al árbitro de uno 

solo de ellos.”8 

Cuando los contratos se redactan las partes tienen la 

intención de exponer las cláusulas o condiciones que regirán su 

relación. No obstante, cuando comienzan a surgir controversias 

entre las partes, asimismo, suelen surgir argumentaciones “en 

torno a las palabras o disposiciones que han sido utilizadas en el 

contrato”.9 Por este motivo, nuestro Código Civil ha establecido 

una guía o normativa que regula el proceso de interpretación de 

contratos. Estas “ext[ienden] el alcance de las obligaciones a 

eventos y circunstancias que las partes [sí] hubieran aceptado si 

hubieran sido previsibles”.10  

Cuando los términos de un contrato son claros y no existe 

duda sobre la intención de las partes, se utilizará el sentido literal 

de las palabras.11 “Los términos de un contrato son claros cuando 

son suficientes en contenido para ser entendidos en un único 

sentido, sin dar lugar a dudas o controversias, sin diversidad de 

interpretaciones y sin necesitar, para su comprensión, 

razonamientos o demostraciones susceptibles de impugnación.”12 

En estas circunstancias los tribunales no pueden entrar a 

determinar cuál fue la intención de las partes al momento de 

contratar.13  

 No obstante, cuando no se puede determinar la voluntad de 

las partes del sentido literal de las palabras, deberá ser 

interpretado de tal modo que produzca efecto el contrato.14 “El 

efecto más adecuado se refiere a la eficacia del tipo, la función 

económica del contrato y también “la finalidad práctica que trata 

                                                 
8 Collazo Vázquez v. Huertas Infante, 171 DPR 84, 103-104 (2007). 
9 Torres Torres, v. Torres Serrano, 179 DPR 481, 493 (2010). 
10 BPPR v. Sunc. Talavera, 174 DPR 686, 707 (2008). 
11 Suarez Figueroa v. Sabanera Real, Inc. 173 DPR 694, 710-713 (2008). 
12 C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 450 (2007). 
13 Torres Torres, v. Torres Serrano, supra, pág. 493-494. 
14 Art. 1236 del Código Civil, 31 LPRA § 3471. 
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de alcanzar”.15 También, se debe examinar el acuerdo “de manera 

integral y no aisladamente, buscando su verdadero sentido y 

atendiendo a la interpretación de unas cláusulas con relación a 

otras.”16  

Si aún existen ambigüedades al interpretar el contrato, por 

los términos no ser claros o dejar duda sobre la intención de las 

partes se “deberá recurrir a la evidencia extrínseca para juzgarla, 

utilizando principalmente los actos anteriores, coetáneos y 

posteriores de los contratantes, el uso o la costumbre y demás 

circunstancias indicativas de la intención contractual, incluso la 

ocasión, las circunstancias, las personas y el acuerdo que se 

intentó llevar a cabo.”17 “Una vez se determina lo que las partes 

acordaron, el juzgador debe resolver las controversias entre las 

partes acorde a lo estipulado.18  

B. 

Es norma jurídica reconocida en nuestro sistema de derecho 

procesal que la apreciación de la prueba realizada por el Tribunal 

sentenciador y la credibilidad que dicho Foro otorgue a la prueba 

debe ser objeto de gran deferencia por los Tribunales revisores, los 

cuales, en ausencia de circunstancias extraordinarias o que 

demuestren que el Tribunal apelado actuó movido por la pasión, el 

prejuicio, la parcialidad, o error manifiesto, no debemos intervenir 

con las determinaciones de hechos de éste último.19  

Cónsono con ello, la Regla 42.2 de Procedimiento Civil 

establece que las determinaciones de hechos del Tribunal de 

Primera Instancia, pero sobre todo aquellas que se fundamentan 

en testimonio oral, serán respetadas por este Foro, a menos de que 

                                                 
15 BPPR v. Sunc. Talavera 174 DPR 686, 708 (2008), (citando a Puig Brutau, op. 

cit., págs. 234–235). 
16 Guadalupe Solis v. González Durieux, 172 DPR 676, 685 (2007).    
17 Nissen Holland v. Genthaller, 172 DPR 503, 519 (2007). 
18 Art. 1044 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 2994.” C.F.S.E. v. 

Unión de Médicos, supra, pág. 452. 
19 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). 
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sean claramente erróneas.20 La deferencia a la que hace alusión la 

Regla responde al hecho de que la Sala sentenciadora es la que 

tiene la oportunidad de recibir y apreciar las declaraciones de los 

testigos y evaluar su “demeanor” y confiabilidad.21 Dicho de otro 

modo, son los jueces de primera instancia quienes están en mejor 

posición de aquilatar la prueba testifical.22 Por ello, le compete al 

Foro apelado la tarea de aquilatar la prueba testifical que ofrecen 

las partes y dirimir su credibilidad.23 Por tanto y de ordinario, no 

debemos intervenir con las determinaciones de hechos ni con la 

adjudicación de credibilidad que haya efectuado el Tribunal de 

Primera Instancia, ni tenemos la facultad de sustituirlas por 

nuestras propias apreciaciones.24  

Decimos de ordinario, pues también es norma reconocida 

que el arbitrio del juzgador de hechos no es absoluto.25 La 

apreciación errónea de la prueba no es inmune a nuestra 

revisión.26 Como Foro apelativo podemos intervenir con la 

apreciación de la prueba testifical que haga el Tribunal de Primera 

Instancia cuando incurra en un error manifiesto o cuando actúe 

con parcialidad, prejuicio o pasión al considerar la prueba.27 Es 

decir, si surge que las conclusiones del Foro primario están en 

conflicto con el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la evidencia recibida serán consideradas erróneas.28  

III 

Un examen del acuerdo de compraventa suscrito entre las 

partes a la luz de las normas de interpretación de los contratos nos 

                                                 
20 Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. 
21 Ramos Acosta v. Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, 364 (1982). 
22 Miranda Cruz v. S.L.G. Ritch, 176 DPR 95, 974 (2009). 
23 Sepúlveda v. Depto. De Salud, 145 DPR 560, 573 (1998); Ramos Acosta v. 
Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, 365 (1982). 
24 Serrano v. Sociedad Española, 171 DPR 717, 741 (2007); Colón v. Lotería, 167 

DPR 625, 659 (2006); Rolón v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420, 433 (1999). 
25 Morales v. De Jesús, 107 DPR 826, 829 (1978). 
26 Meléndez v. El Vocero de P.R., 189 DPR 123, 151 (2013). 
27 Pueblo v. De Jesús Mercado, 188 DPR 467, 480-481 (2013); Quiñones López v. 
Manzano Pozas, 141 DPR 139, 152 (1996). 
28 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 772 (2013).  
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obliga a coincidir con el dictamen apelado. Según surge del 

contrato suscrito por las partes, el señor Torres Luna se obligó, no 

solo al pago de $7,000.00 en efectivo, sino también a saldar la 

cuenta #123452-102 de Citi Financial, que al momento de 

suscrito el contrato, ascendía a $12,885.76.  El Foro apelado 

expresó en su Sentencia que al considerar la práctica del mercado, 

así como los acuerdos suscritos de la partes, resultaba razonable 

concluir que el señor Torres Luna se obligó a pagar el préstamo 

con Citi Financial hasta que el mismo se saldara completamente. 

Al momento de suscrito el contrato, el balance de cancelación era 

$12,885.76, pero Torres Luna no lo saldó en ese momento, sino 

que se obligó a pagar la cuenta a plazos. Aun cuando el señor 

Torres Luna intentó establecer que el precio de venta se fijó en 

$19,885.76  y que no se obligó a pagar los intereses del préstamo 

en cuestión, el Tribunal concluyó que no le mereció credibilidad 

dicha teoría.   La realidad es que el contrato suscrito no precisó el 

precio final de venta, sino que sus palabras establecieron 

claramente que Torres Luna pagaría $7,000.00 y además,  saldaría 

la cuenta #123455-102. Más adelante, las partes acordaron que 

Torres Luna reembolsaría al señor Morales Colón los pagos que 

este hiciera cuando Torres Luna no pudiera. En virtud de ello, 

Torres Luna debía reembolsar los $6,699.85 que pagó Morales 

Colón para saldar la cuenta, y que fueron evidenciados mediante 

los recibos presentados por dicha parte. 

No surge del expediente ni de la transcripción de la prueba 

oral evidencia alguna que nos permita intervenir con las 

determinaciones del Foro apelado. Estas están sostenidas por la 

prueba y las normas jurídicas aplicables. En ausencia de error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad, procede su 

confirmación.    
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IV 

Por todo lo anterior, se confirma la Sentencia apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


